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DECLARATORIA QUE EMITE EL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO, POR LA QUE DECLA-
RA APROBADO EL DECRETO QUE REFORMA, 
ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, EN 
MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCION
Publicada en el Periódico Oficial del Estado de Puebla del 
4 de noviembre de 2016

Al margen el logotipo oficial del Congreso y una leyenda que dice: 
H. Congreso del Estado de Puebla. LIX Legislatura.

RAFAEL MORENO VALLE ROSAS, Gobernador Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Puebla, a sus habitantes sabed:

Que por la Secretaría del H. Congreso, se me ha remitido el si-
guiente:

 ..........................................................................................................

ARTICULO UNICO. Se REFORMAN la fracción X del artículo 12...  
el primer párrafo y las fracciones II primer párrafo, III, IV, V, VI, VII y 
VIII del 125, el segundo párrafo del 126, el primer párrafo del 127, el 
último párrafo del 131 y la fracción II del 133; se ADICIONAN... los 
párrafos segundo al décimo cuarto al 86... todos de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, en materia de com-
bate a la corrupción, para quedar como sigue:

ARTICULO 12.  ................................................................................

I a IX.  ...............................................................................................

X. Establecer la organización y funcionamiento del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado, así como las disposiciones que 
regulen los procedimientos y recursos contra sus resoluciones.

El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado estará dotado de 
plena autonomía para dictar sus resoluciones y tendrá competencia 
para dirimir las controversias que se susciten entre los particulares y 
la administración pública estatal o municipal y para imponer, en los 
términos que disponga la Ley de la materia, las sanciones a los servi-
dores públicos estatales y municipales por responsabilidad adminis-
trativa grave y a los particulares que incurran en actos vinculados con 
faltas administrativas graves; así como para fincar a los responsables 
el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven 
de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública estatal o 
municipal o al patrimonio de los entes públicos, según corresponda.

El Tribunal se integrará por tres Magistrados que durarán en su 
cargo quince años improrrogables y deberán reunir los requisitos 
que se señalen en la Ley.

Los Magistrados del Tribunal serán designados por el Gobernador 
del Estado y ratificados por el voto de la mayoría de los miembros 
presentes del Congreso del Estado.
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Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las 
causas graves que señale la Ley.

XI.  ....................................................................................................

 ..........................................................................................................

 ..........................................................................................................

ARTICULO 86.  ................................................................................

La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Es-
tado, con excepción del Tribunal Superior de Justicia, estarán a cargo 
del Consejo de la Judicatura en los términos que establezca la Ley.

El Consejo de la Judicatura será un órgano del Poder Judicial del 
Estado con independencia técnica, de gestión y para emitir sus re-
soluciones.

El Consejo se integrará por el Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia, quien también lo será del Consejo; por dos Consejeros de-
signados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, de entre los 
Magistrados o Jueces inamovibles, y por un Comité Consultivo.

El Comité Consultivo se integrará por dos miembros con carácter 
honorífico, uno designado por el Congreso del Estado y otro por el 
Gobernador del Estado, y funcionará según lo disponga la Ley.

Los integrantes del Comité Consultivo no tendrán la calidad referi-
da en el artículo 124 de esta Constitución.

Todos los miembros del Consejo deberán ser personas que se 
hayan distinguido por su capacidad profesional y administrativa, ho-
nestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades.

Los Consejeros designados por el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia, deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 89 de 
esta Constitución y gozar de reconocimiento en el ámbito judicial. En 
el caso de los integrantes del Comité Consultivo éstos tendrán el ca-
rácter de honoríficos y por tanto no tendrán derecho a remuneración 
alguna por el ejercicio o desempeño de este cargo, debiendo cumplir 
con las fracciones I, II, IV y V del artículo 89 de esta Constitución, y 
no podrán desempeñar cualquier otro cargo, empleo o comisión que 
pueda resultar en un conflicto de intereses.

El Consejo de la Judicatura funcionará en Pleno o en comisiones, 
y será competente para resolver sobre la designación, adscripción, 
ratificación y remoción de jueces, así como de los demás asuntos 
que la Ley determine.

Salvo el Presidente del Consejo, los demás integrantes del mismo 
durarán hasta cinco años en su cargo, serán substituidos de manera 
escalonada, y podrán ser nombrados para un nuevo período.

El Consejo estará facultado para expedir acuerdos generales para 
el adecuado ejercicio de sus funciones. El Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia podrá solicitar al Consejo la expedición de aquellos acuer-
dos generales que considere necesarios para asegurar un adecuado 
ejercicio de la función jurisdiccional. El Pleno del Tribunal también 
podrá revisar y, en su caso, revocar los que el Consejo apruebe, por 
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cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes. La Ley 
establecerá los términos y procedimientos para el ejercicio de estas 
atribuciones.

Las decisiones del Consejo serán definitivas y no admitirán recur-
so.

El Tribunal Superior de Justicia elaborará su propio presupuesto 
y el Consejo de la Judicatura lo hará para el resto del Poder Judicial, 
los que serán remitidos por el Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia para su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos 
del Estado.

La administración del Tribunal Superior de Justicia corresponderá 
a su Presidente.

 ..........................................................................................................

ARTICULO 125. Los servidores públicos y particulares que incu-
rran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados confor-
me a lo siguiente :

I.  ......................................................................................................

II. Se impondrán, mediante juicio político, y conforme al procedi-
miento establecido en Ley, las sanciones de destitución e inhabilita-
ción para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de 
cualquier naturaleza, al Gobernador del Estado, Diputados al Con-
greso Local, Auditor Superior, Magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, y del Tribunal de Justicia Administrativa, así como a los Con-
sejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por:

a) a c) ...............................................................................................

 ..........................................................................................................

III. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público 
o particulares que incurran en hechos de corrupción, será sanciona-
da en los términos de la legislación penal aplicable.

Las Leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que 
se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a 
los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por 
motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su 
patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre 
ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales 
sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad de 
dichos bienes, además de las otras penas que correspondan;

IV. Para la aplicación de sanciones administrativas a los servidores 
públicos, se observará lo previsto en la ley de la materia.

Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos 
por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de 
sus empleos cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en 
amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos, que, en su caso, haya obtenido el responsa-
ble y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos 
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u omisiones. La Ley establecerá los procedimientos para la investiga-
ción y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substancia-
das por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de 
control estatales y municipales, según corresponda, y serán resuel-
tas por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado. Las demás 
faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por 
los órganos internos de control estatales o municipales según corres-
ponda.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsa-
bilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Es-
tado, se observará lo previsto en las leyes respectivas, sin perjuicio 
de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de 
fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos.

Para impugnar la calificación de las faltas administrativas como no 
graves, que realicen los órganos internos de control, se observará lo 
previsto en la ley de la materia.

Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos inter-
nos de control con las facultades que determine la Ley para prevenir, 
corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir res-
ponsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a 
las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de 
recursos públicos estatales, municipales y demás de su competen-
cia; y presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran 
ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada de Combate 
a la Corrupción a que se refiere esta Constitución;

IV BIS. El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, impon-
drá a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas 
administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsa-
bilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como 
el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a las Hacien-
das Públicas estatal o municipales, o a los entes públicos locales o 
municipales.

Las personas morales serán sancionadas en los términos de esta 
fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas gra-
ves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o re-
presentación de la persona moral y en beneficio de ella.

También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución 
o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas ad-
ministrativas graves que causen perjuicio a las Haciendas Públicas 
estatal o municipales, o a los entes públicos locales o municipales, 
siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acre-
dite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o 
de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad 
es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas adminis-
trativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que 
la resolución sea definitiva.
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Las Leyes establecerán los procedimientos para la investigación e 
imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones;

V. Los procedimientos para la aplicación de las sanciones a que se 
refieren las fracciones anteriores, se desarrollarán autónomamente y 
no podrán imponerse dos veces por una sola conducta, sanciones 
de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y me-
diante la presentación de elementos de prueba, podrá formular de-
nuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas a las 
que se refiere el presente artículo;

VI. En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos respon-
sables de la investigación y sanción de responsabilidades administra-
tivas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones 
dirigidas a proteger la confidencialidad y reserva de la información en 
materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, adminis-
tración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La Ley establece-
rá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.

La Auditoría Superior del Estado, la Secretaría del Ejecutivo Esta-
tal responsable del Control Interno y los órganos internos de control 
estatales y municipales, podrán recurrir las determinaciones de la 
Fiscalía Especializada de combate a la corrupción del Estado y del 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, de conformidad con lo 
previsto en esta Constitución y en las leyes respectivas;

VII. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coor-
dinación entre las autoridades competentes en el Estado y en los 
Municipios que lo integran en la prevención, detección y sanción de 
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como 
en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimien-
to de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

a) El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará inte-
grado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fis-
calía Especializada de Combate a la Corrupción; de la Secretaría del 
Ejecutivo Estatal responsable del control interno; por el presidente 
del Tribunal de Justicia Administrativa; el presidente de la Comisión 
para el Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales del Estado; así como por un representante del Consejo de la 
Judicatura del Estado y otro del Comité de Participación Ciudadana.

b) El Comité de Participación Ciudadana del Sistema, deberá in-
tegrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su con-
tribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a 
la corrupción y serán designados en los términos que establezca la 
Ley; y

c) Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los tér-
minos que determine la Ley:

1. El establecimiento de mecanismos de coordinación con las au-
toridades que correspondan.

2. El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fis-
calización y control de recursos públicos, de prevención, control y 
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disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en espe-
cial sobre las causas que los generan.

3. La determinación de los mecanismos de suministro, intercam-
bio, sistematización y actualización de la información que sobre estas 
materias generen las instituciones competentes de los órdenes de 
gobierno.

4. El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordi-
nación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de 
fiscalización y control de los recursos públicos.

5. La elaboración de un informe anual que contenga los avances 
y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de polí-
ticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no 
vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas 
dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas 
administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento 
de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias 
de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que 
brinden a las mismas;

VIII. La Ley señalará los casos de prescripción de la responsabili-
dad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia 
de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción IV de este 
artículo. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos 
de prescripción no serán inferiores a siete años.

 ..........................................................................................................

 ..........................................................................................................

ARTICULO 126.  ..............................................................................

Para procesar por un delito del orden común a un Diputado, al 
Gobernador, al Auditor Superior, a un Magistrado o a un Consejero 
de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, se necesita que la Le-
gislatura, erigida en Gran Jurado, declare por los dos tercios de los 
votos de sus miembros presentes, si ha lugar o no a formarle causa. 
En caso negativo, no habrá lugar a procedimiento ulterior, pero tal 
declaración no prejuzga sobre los fundamentos de la acusación ni 
impide que ésta continúe su curso cuando el acusado haya dejado 
de tener fuero. En el afirmativo, quedará el acusado separado de su 
cargo y sujeto a la acción de los Tribunales Ordinarios.

 ..........................................................................................................

ARTICULO 127. Para procesar por delitos oficiales a los Diputa-
dos, al Auditor Superior, a los Magistrados y los Consejeros de la 
Judicatura del Poder Judicial de Estado, se seguirán las reglas si-
guientes:

I a IV.  ...............................................................................................

ARTICULO 131.  ..............................................................................

 ..........................................................................................................

 ..........................................................................................................
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Respecto a los delitos o faltas administrativas de los servidores 
públicos estatales o municipales, se estará a lo dispuesto en las leyes 
respectivas.

ARTICULO 133.  ..............................................................................

I.  ......................................................................................................

II. A los Secretarios de Despacho, Magistrados del Tribunal Supe-
rior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa, Consejeros de 
la Judicatura del Poder Judicial del Estado, funcionarios del Ministe-
rio Público y Jueces, el desempeño de cualquier otro cargo, empleo 
o comisión remunerados;

III y IV.  .............................................................................................

ARTICULOS TRANSITORIOS 2016
Publicados en el Periódico Oficial del Estado de Puebla 
del 4 de noviembre de 2016

ARTICULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, y 
se derogan todas las disposiciones jurídicas y administrativas que 
contravengan o se opongan a las adiciones y reformas materia del 
mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos Transitorios si-
guientes.

ARTICULO SEGUNDO. El Congreso del Estado dentro del plazo 
previsto en el Transitorio Cuarto del Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, publicado el veintisiete de 
mayo de dos mil quince, en el Diario Oficial de la Federación, expe-
dirá las leyes y aprobará las adecuaciones normativas a que haya 
lugar, conforme a este Decreto.

ARTICULO TERCERO. En lo relativo a la fiscalización y control de 
recursos públicos, continuará aplicándose la legislación vigente a la 
entrada en vigor de este Decreto, hasta en tanto, entren en vigor las 
leyes y adecuaciones normativas a que se refiere el Artículo Transi-
torio Segundo del presente Decreto, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el Artículo Tercero Transitorio de la Declaratoria que contiene el 
Decreto del Honorable Congreso del Estado, por el que se reforman 
y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Puebla, publicado en el Periódico Oficial 
del Estado, el veintiocho de noviembre de dos mil doce.

En materia de responsabilidades de servidores públicos del Esta-
do y sus municipios, continuará aplicándose la legislación vigente a 
la entrada en vigor de este Decreto, hasta en tanto, entre en vigor la 
legislación aplicable en el Estado de Puebla.

ARTICULO CUARTO. Los procedimientos legales, administrati-
vos y demás asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en 
vigor del presente Decreto y de las leyes y adecuaciones normativas 
referidas en el Artículo Transitorio Segundo, continuarán sustancián-
dose hasta su total conclusión y se resolverán conforme a las dispo-
siciones vigentes al momento de su inicio, disposiciones que también 
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serán aplicables, para los asuntos que deriven o sean consecuencia 
de los mismos.

ARTICULO QUINTO. El titular de la Secretaría encargada del 
control interno del Poder Ejecutivo del Estado, así corno los titulares 
de los órganos internos de control estatales, municipales y de los 
organismos constitucionalmente autónomos, que se encuentren en 
funciones a la entrada en vigor del presente Decreto, continuarán en 
su encargo en los términos en que fueron nombrados.

ARTICULO SEXTO. Para la adecuada implementación de las 
reformas y adiciones a que se refiere el presente Decreto, deberán 
considerarse las previsiones de recursos humanos, materiales y fi-
nancieros a que haya lugar.

ARTICULO SEPTIMO. Por única ocasión, los Magistrados del Tri-
bunal de Justicia Administrativa que se nombren y ratifiquen durarán 
en su encargo, respectivamente, el primero de los nombrados once 
años, el segundo trece años y el tercero quince años.

ARTICULO OCTAVO. El Honorable Congreso del Estado Libre y 
Soberano de Puebla, declara que estas reformas, adiciones y dero-
gaciones han sido aprobadas en términos de las disposiciones cons-
titucionales aplicables y forman parte de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Puebla.
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DECLARATORIA QUE EMITE EL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO, POR LA QUE DECLA-
RA APROBADO EL DECRETO QUE REFORMA, 
LA FRACCION VII DEL ARTICULO 12 Y EL PRI-
MER PARRAFO DE LA FRACCION II DEL AR-
TICULO 125 DE LA CONSTITUCION POLITICA 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, 
EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A 
LA INFORMACION PUBLICA
Publicada en el Periódico Oficial del Estado de Puebla del 
23 de noviembre de 2016

Al margen el logotipo oficial del Congreso y una leyenda que dice: 
H. Congreso del Estado de Puebla. LIX Legislatura.

RAFAEL MORENO VALLE ROSAS, Gobernador Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Puebla, a sus habitantes sabed:

Que por la Secretaría del H. Congreso, se me ha remitido el si-
guiente:

 ..........................................................................................................

ARTICULO UNICO. Se REFORMAN la fracción VII del artículo 12 
y el primer párrafo de la fracción II del artículo 125 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; para quedar como 
sigue:

ARTICULO 12.  ................................................................................

I a VI.  ...............................................................................................

VII. Garantizar el acceso a la información pública en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, 
moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice ac-
tos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, así como de pro-
teger los datos personales y la información relativa a la vida privada, 
en los términos y con las excepciones que establezca la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública y la Ley aplicable a la 
materia.

El ejercicio del derecho de acceso a la información se regirá por 
los siguientes principios:

a) Toda la información en posesión de cualquier autoridad, en-
tidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fon-
dos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato 
que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en 
el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público, en los términos que 
fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer 
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el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán 
documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones, la ley determinará los supuestos especí-
ficos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la 
información.

b) La información que se refiere a la vida privada y los datos per-
sonales será protegida en los términos y con las excepciones que 
fijen las leyes.

c) Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justi-
ficar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a 
sus datos personales o a la rectificación de éstos.

d) Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el 
organismo autónomo, especializado e imparcial que establece esta 
Constitución.

e) Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los 
medios electrónicos disponibles, la información completa y actuali-
zada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que 
permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los 
resultados obtenidos.

f) Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos 
que entreguen a personas físicas o morales.

g) La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que dispongan 
las leyes de la materia.

Para efectos de lo establecido en el inciso d), el Instituto de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Puebla, será el organismo autónomo, es-
pecializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patri-
monio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad 
para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su or-
ganización interna, responsable de promover, difundir y garantizar 
en el Estado y sus Municipios, el acceso a la información pública, la 
protección de los datos personales y el uso responsable de la infor-
mación en los términos que establezca la legislación de la materia y 
demás disposiciones aplicables.

El Instituto a que se refiere esta fracción, se regirá por la ley en 
materia de transparencia y acceso a la información pública, la ley  
en materia de protección de datos personales en posesión de sujetos 
obligados y por los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y 
máxima publicidad.

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales del Estado de Puebla tiene compe-
tencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la 
información pública y la protección de datos personales de cualquier 
autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno 
de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
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partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cual-
quier persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.

El Instituto estará conformado por tres comisionados, los cuales 
durarán en su encargo 6 años, sin posibilidad de reelección y serán 
designados por mayoría calificada del Pleno del Congreso del Esta-
do, en los términos que establezca la ley de la materia. En su confor-
mación se procurará la equidad de género.

El Instituto tendrá un Consejo Consultivo, integrado por tres con-
sejeros, con experiencia en acceso a la información, protección de 
datos y derechos humanos, provenientes de organizaciones de la 
sociedad civil y la academia, que serán designados en términos de 
la Ley de la materia.

La ley establecerá las medidas de apremio que podrá imponer el 
organismo garante para asegurar el cumplimiento de sus decisiones;

VII BIS a XI.   ...................................................................................

ARTICULO 125.  ..............................................................................

I.  ......................................................................................................

II. Se impondrán, mediante juicio político, y conforme al procedi-
miento establecido en la Ley de la materia, las sanciones de destitu-
ción e inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos 
o comisiones de cualquier naturaleza, al Gobernador del Estado, 
Diputados al Congreso Local, Auditor Superior, Magistrados del Tri-
bunal Superior de Justicia, y del Tribunal de Justicia Administrativa, 
así como a los Consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado, y Comisionados del Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Puebla, por:

a) a c)  ..............................................................................................

III a VIII.  ..........................................................................................

 ..........................................................................................................

 ..........................................................................................................

ARTICULOS TRANSITORIOS 2016
Publicados en el Periódico Oficial del Estado de Puebla 
del 23 de noviembre de 2016

ARTICULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTICULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que 
se opongan al presente Decreto.

ARTICULO TERCERO. El nuevo Instituto de Transparencia, Ac-
ceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 
Estado de Puebla, deberá entrar en funciones el día seis de enero de 
dos mil diecisiete.
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Los Comisionados que actualmente conforman la Comisión para  
el  Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado podrán participar en el procedimiento de selección para 
la integración del nuevo Instituto, de conformidad con la legislación  
aplicable y en términos de la convocatoria que al efecto se emita.

La actual Comisión para el Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales del Estado desempeñará sus funciones 
hasta el cinco de enero de dos mil diecisiete.

ARTICULO CUARTO. La designación de los nuevos comisio-
nados del Instituto que establece el artículo 12 fracción VII de esta 
Constitución será realizada a más tardar el quince de diciembre de 
dos mil dieciséis, de conformidad con la legislación aplicable y en 
términos de la convocatoria que al efecto se emita.

Para garantizar la renovación escalonada de los comisionados en 
las primeras designaciones y nombramientos, el Congreso del Esta-
do, por única ocasión, especificará el período de ejercicio para cada 
comisionado considerando lo siguiente:

1. Nombrará a un comisionado, cuyo mandato concluirá el cinco 
de enero de dos mil veintiuno.

2. Nombrará a un comisionado, cuyo mandato concluirá el cinco 
de enero de dos mil veintidós.

3. Nombrará a un comisionado, cuyo mandato concluirá el cinco 
de enero de dos mil veintitrés.

ARTICULO QUINTO. Los asuntos que se encuentren en trámite 
o pendientes de resolución a la entrada en vigor de este Decreto se 
sustanciarán ante el organismo garante que establece el artículo 12 
fracción VII de esta Constitución, creado en los términos del presente 
Decreto.

ARTICULO SEXTO. Los recursos financieros y materiales, así 
como los trabajadores adscritos a la Comisión para el Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado, 
se transferirán al organismo público constitucional autónomo creado.

ARTICULO SEPTIMO. El Honorable Congreso del Estado Libre 
y Soberano de Puebla, declara que estas reformas han sido aproba-
das en términos de las disposiciones constitucionales aplicables y 
forman parte de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Puebla.




